ACCIONES AFIRMATIVAS

POSTULACIÓN PARITARIA DEBE GARANTIZAR EL DERECHO DE LAS MUJERES DE PARTICIPAR EN LOS DISTRITOS MÁS COMPETITIVOS.
Criterio: La Sala determinó que los lineamientos de paridad en diputaciones emitidos por el Instituto Electoral de Jalisco contravenían el principio de progresividad de los derechos humanos en su vertiente político-electoral de paridad efectiva, pues no garantizaban el derecho de las mujeres de participar en los distritos más competitivos de manera paritaria.

Por tanto, en la propuesta de modificación se contempló que en los bloques de competitividad se exigiera además que se respetara la paridad en cada uno de ellos, con lo cual se reforzaba la garantía de igualdad que buscaban tales medidas.

En los nuevos lineamientos se debía contemplar que los partidos políticos y/o coaliciones deberían en el caso del bloque de competitividad alta, postular al menos dos fórmulas de un género distinto en los primeros cinco distritos que integraban la lista, de tal suerte que, no se concentraran postulaciones de fórmulas de un mismo género en los distritos que ocupen los últimos cinco lugares de ese segmento. 

Tratándose del bloque de baja competitividad, se ordenó que se postulara al menos dos fórmulas de un género distinto en los primeros cinco distritos que integraran la lista, de tal suerte que no se concentraran postulaciones de fórmulas de un mismo género en los distritos que ocupen los últimos cinco lugares de ese segmento. (Expediente: SG-JDC-195/2020)
EN LA IMPLEMENTACIÓN DE ACCIONES AFIRMATIVAS DEBE OTORGARSE LA POSIBILIDAD A LA PERSONA QUE SE AUTOADSCRIBE COMO ÍNDIGENA PARA DEMOSTRARLO.
Criterio: Aun cuando para cumplir una acción afirmativa indígena se determine sustituir a una candidatura, debe considerarse la posibilidad de tener derecho de audiencia con relación al partido que la postuló, para demostrar su auto adscripción, evidenciando vulneración a los principios de congruencia y de exhaustividad por la autoridad responsable, máxime que con un requerimiento pudo adjuntar la documentación correspondiente antes de la sustitución, eliminando cualquier obstáculo de carácter formal o incluso esencial que impida el pleno ejercicio del derecho fundamental de la accionante de ser votada para un cargo de elección popular. (SG-JDC-425/2021)
LOS AJUSTES A LAS REGLAS DE PRELACIÓN EN LA ASIGNACIÓN DE REGIDURÍAS SE JUSTIFICAN CUANDO SEAN IMPLEMENTADAS PARA CUMPLIR CON EL PRINCIPIO DE PARIDAD DE GÉNERO.
Criterio: Los ajustes realizados por la autoridad administrativa electoral local a la prelación de las listas registradas por partidos políticos tratándose de integración de ayuntamientos, resulta acorde al principio constitucional de paridad de género, al hacer efectivo el derecho de igualdad de oportunidades en el acceso a los cargos de elección popular, para las mujeres. (SG-JDC-913/2021)
COMUNIDADES INDÍGENAS

VERIFICACIÓN DE LAS CONSTANCIAS PARA ACREDITAR LA AUTO ADSCRIPCIÓN INDÍGENA.
Se pretendió, entre otras cuestiones, que se deje sin efectos la constancia entregada a un candidato, en su caso, se verifiquen y validen las constancias con las que acreditó su auto adscripción como candidato indígena.

Criterio. Se estimó que la autoridad responsable debió valorar las constancias con las que el regidor, acreditó su auto adscripción indígena; de las constancias que obran en autos que la autoridad administrativa electoral sí realizó un análisis de la calidad del candidato impugnado y, por tanto, se acreditó su vínculo y arraigo con la comunidad indígena a la que se auto adscribió, determinando que el partido postulante cumplió con la fórmula de auto adscripción indígena. (SG- JDC-823/2021 y acumulados)
LA EMERGENCIA SANITARIA JUSTIFICA LA SUSPENSIÓN DE CONSULTA A PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS.

Criterio: La implementación del Plan de Trabajo para establecer una ruta crítica para consultar a las comunidades y pueblos indígenas de manera previa a la emisión del acuerdo con las acciones afirmativas a su favor, queda supeditado a que las condiciones de salud en el Estado lo permitan.

Ello, en virtud a que el escenario de contingencia sanitaria en aquel momento, ubicaba al Estado de Nayarit en semáforo epidemiológico color naranja, de manera que al encontrarse aun programadas asambleas en más de una docena de comunidades, a fin de privilegiar los derechos a la salud y la vida de los miembros de los pueblos y comunidades indígenas, así como la del personal de las instituciones implicadas en la ejecución de la consulta, se ordenó suspender cualquier acto relacionado con la implementación de las etapas del Plan de Trabajo, hasta en tanto el semáforo de riesgo epidemiológico del Estado se ubicara en color amarillo. (SG-JE-48/2020 y acumulados)
LA ACCCIÓN AFIRMATIVA QUE RESERVA LAS POSTULACIONES ELECTORALES PARA PERSONAS INDÍGENAS INCLUYE LAS CANDIDATURAS INDEPENDIENTES.
Criterio. Si en un municipio considerado indígena se determina que las postulaciones para la Presidencia Municipal por parte de los partidos políticos deban ser de extracción indígena, derivado de una interpretación constitucional y convencional, y atendiendo a los principios de igualdad y progresividad, solamente las personas indígenas podían solicitar su registro como aspirantes para dicho cargo, incluyendo las procedentes de candidaturas independientes.

La finalidad perseguida en las acciones afirmativas es las personas indígenas compitan en condiciones de equidad en la elección, dado que se trata de un grupo que ha sufrido discriminación histórica, estructural y sistemática, por lo que deben tener la oportunidad real y efectiva de acceder a cargos de elección popular, cuestión que no implica una discriminación en contra de las personas que no son indígenas, al constituirse como medidas excepcionales que buscan la igualdad sustantiva para el ejercicio de sus derechos político-electorales. (SG-JDC-248/2021 y sus acumulados SG-JDC-282/2021, SG-JDC-283/2021 SG-JDC-284/2021, SG-JRC-68/2021)
CREDENCIAL DE ELECTOR

PROCEDENCIA DE LA SOLICITUD DE EXPEDICIÓN DE CREDENCIAL PARA VOTAR CUANDO FALTA LA CURP.

Criterio: Cuando la persona solicitante de la credencial para votar haga llegar una impresión de su CURP de forma posterior a la emisión de la opinión técnica de la Secretaría Técnica Normativa del Instituto Nacional Electoral y de la resolución de la instancia administrativa, pero previa a la promoción del juicio de la ciudadanía, siempre y cuando no se advierta alguna causa de improcedencia, se debe generar y entregar la credencial de elector peticionada, porque dicha constancia se encontraba glosada al expediente. (SG-JDC-1/2020)
PROTECCIÓN AMPLIADA PARA LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES EN TRÁMITES DE CREDENCIAL. 

Criterio: Cuando una persona adulta mayor acude a impugnar una negativa o improcedencia de su trámite de credencial de elector, deben valorar las circunstancias del caso, y de asistirle la razón, debe establecerse un procedimiento adecuado para conocer la verdadera intencionalidad del trámite presentado ante la autoridad electoral, para lo cual se tomarán las medidas necesarias que faciliten la comunicación de las implicaciones legales del trámite y la asesoría adecuada para la persona adulta mayor para efectuarlo. (SG-JDC-136/2021)
DERECHO LABORAL

LA INCAPACIDAD POR MATERNIDAD POSTNATAL JUSTIFICA POR EXCEPCIÓN QUE SE IMPLEMENTEN MEDIDAS CAUTELARES EN MATERIA LABORAL.

Criterio. Se concedió las providencias precautorias aplicando extensivamente el artículo 857 fracciones III y IV de la Ley Federal del Trabajo, que referían expresamente al despido y discriminación por embarazo; de una interpretación funcional de dicho precepto, se llegó a la conclusión que es posible aplicar el mismo tratamiento a casos en los que el despido o la discriminación se asociaba a las consecuencias del embarazo, como -en el caso- el periodo de lactancia. Ello, debido a que la finalidad de ese tipo de preceptos es la de asegurar tres aspectos fundamentales: una eficaz protección especial de la maternidad, los derechos de los infantes, así como la estabilidad en el empleo de las madres trabajadoras. (SG-JLI-2/2020)
PROTECCIÓN DE SEGURIDAD SOCIAL POR RAZONES DE SALUD Y PELIGRO EN LA DEMORA.
Criterio. En suplencia de los agravios a favor de la clase trabajadora, se estimó la protección al derecho a la salud. Así, valorando un examen de laboratorio que la parte actora adjuntó a la medida cautelar solicitada,  en el cual mostraba sus niveles de azúcar por encima del límite ordinario en la sangre, bajo los principios de peligro en la demora y buena fe, se consideró que, al pertenecer a un sector especialmente vulnerable por algún efecto derivado del COVID 19, debía otorgársele la protección de seguridad social de manera inmediata, ello con independencia de que el demandado pudiera acreditar con prueba en contrario los hechos manifestados por el actor. De ahí que se ordenó su inscripción al ISSSTE en tanto concluyera el juicio laboral electoral. (SG-JLI-6/2020)
EL DERECHO A OCUPAR UNA PLAZA NO SE PIERDE SI ÉSTA QUEDÓ VACANTE PARA ASCENDER EN EL ESCALAFÓN DEL SERVICIO CIVIL DE CARRERA Y EL ASCENSO SE CANCELA POR DECISIÓN JUDICIAL.

Criterio. Reconocimiento al derecho al trabajador a regresar a su plaza anterior, con los mismos derechos, como el de antigüedad y su permanencia no sujeta a temporalidad; pues en el caso sucedió una situación extraordinaria, ya que la revocación del nombramiento obtenido mediante concurso derivó de una decisión jurisdiccional y no de la voluntad del trabajador.

La interpretación más acorde es aquella que armoniza los principios consagrados para los servidores del INE contenidos en el artículo 41 de la Constitución Federal y su Estatuto, con los diversos 123, apartado B, de la Ley Fundamental, y los consagrados en la Ley Burocrática Federal, como lo era el derecho al escalafón, a la preparación y capacitación, y su protección en casos de que dejará de ocupar una plaza para volver a su anterior cargo.

De esta forma, se le concedió la razón a la parte trabajadora, pues el INE debió optar por una interpretación acorde a los derechos humanos, la cual consistía en proteger a un trabajador que busca su continua preparación y superación en beneficio de la propia institución, y que por motivo de circunstancias extraordinarias dejará de desempeñarse en dicha plaza, debía protegérsele para regresar a su anterior nombramiento sin mayor impedimento. (SG-JLI-6/2020)
PRESCRIPCIÓN LABORAL. SE PUEDE RENUNCIAR A LA PRESCRIPCIÓN GANADA.

Criterio. El demandado en el juicio laboral puede renunciar a la prescripción ya ganada, cuando reconoce una relación de trabajo y sus consecuencias en otro juicio laboral, con lo que permite se accione y demandan las prestaciones relativas a la nueva relación de trabajo siempre y cuando exista continuidad en ambas. (SG-JLI-13/2021)
DISCRIMINACIÓN

LA DISTINCIÓN DE TRATO ES ADMISIBLE CUANDO SE BASA EN CRITERIOS OBJETIVOS, RAZONABLES Y PROPORCIONALES AL FIN LEGÍTIMO PERSEGUIDO.

Criterio.- Con fundamento en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se establece que no toda diferencia de trato será reputada discriminatoria, ni ofensiva por sí misma, de la dignidad humana, sino sólo aquella que se base en criterios que no puedan ser racionalmente apreciados como objetivos y razonables, es decir, cuando no persiga un fin legítimo y no exista una relación razonable de proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido. El término distinción se emplea para lo admisible, en virtud de ser razonable, proporcional y objetivo. La discriminación se utiliza para hacer referencia a lo inadmisible, por violar los derechos humanos. (SG-JDC-112/2021)
CORRESPONDE A LAS AUTORIDADES DEMOSTRAR QUE SU DECISIÓN NO TENÍA UN PROPÓSITO NI UN EFECTO DISCRIMINATORIO CUANDO ÉSTAS QUEDAN COMPRENDIDAS DENTRO DE LAS DENOMINADAS CATEGORÍAS SOSPECHOSAS.
Cuando se trate de una de las denominadas categorías sospechosas, previstas en el artículo 1 de la Constitución Federal, y en el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil, entre otras, corresponde a la autoridad demostrar que su decisión no tenía un propósito ni un efecto discriminatorio, para ello se requiere una fundamentación rigurosa y de mucho peso, y de invertir la carga de la prueba. (SG-JDC-112/2021)
EMERGENCIA SANITARIA

EL CIERRE TEMPORAL DE LOS MÓDULOS DE ATENCIÓN CIUDADANA SE JUSTIFICA POR CUESTIONES DE SALUD PÚBLICA.

Criterio- El cierre temporal del Módulo de Atención Ciudadana, como medida extraordinaria, por cuestiones de salud pública, está justificada, pues son espacios susceptibles de alto contagio, por el número de personas que acuden. Por estas razones, se considera correcto que el INE al ponderar garantizar la salud de la ciudadanía y la del personal que labora en el INE, suspenda funciones en el Módulo de Atención Ciudadana. Más aún, considerando que existen otros Módulos de Atención Ciudadana abiertos y que, se les da la opción de realizar una nueva cita en otro módulo.

Sin embargo, la falta de notificación de la relatada determinación a la ciudadanía que ya habían iniciado gestiones para iniciar el trámite de solicitud de expedición de credencial, y la omisión de implementar medidas para hacer posible su tramitación en las condiciones que resultaran menos gravosas para ellos, sí configuraban omisiones que vulneraban el derecho de la ciudadanía para obtener el documento necesario para que eventualmente ejerzan su derecho al sufragio. (SG-JDC-169/2020)
INTEGRACIÓN DE AUTORIDADES ELECTORALES

LA SELECCIÓN Y DESIGNACIÓN DE LOS INTEGRANTES DE UN CONSEJO MUNICIPAL EN NAYARIT ES FACULTDAD EXCLUSIVA DEL CONGRESO LOCAL. 

Criterio: La Sala Regional sostuvo que de la interpretación del artículo 261 de la Ley Municipal de Nayarit, era posible desprender que la facultad de selección y posterior designación de los integrantes de los Concejos Municipales corresponde al Congreso del Estado de Nayarit, sin que tal atribución se encuentre vinculada o sujeta a las propuestas que, en su caso, realice el Titular del Poder Ejecutivo Estatal.

Lo anterior, toda vez que si bien el mandatario estatal puede realizar las propuestas que estime conducentes, su intervención en dicha temática debe entenderse como optativa y no vinculante, pues ni la ley de la materia, ni la Constitución nayarita establecen un mecanismo en ese sentido. (SG-JE-133/2021 y acumulados SG-JDC-996/2021 al SG-JDC-1004/2021)
INTEGRACIÓN DE UN TRIBUNAL LOCAL CON MAGISTRATURAS EN FUNCIONES.

Criterio: La falta de los nombramientos de quienes deben cubrir las dos vacantes definitivas de magistraturas resulta un hecho fortuito no imputable al tribunal local.

Por lo que, ante la necesidad de continuar con la función jurisdiccional y atendiendo a que en el estado de Jalisco se encontraba en transcurso un proceso electoral extraordinario y una consulta popular, se estimó correcto que las vacantes hayan sido cubiertas mediante designaciones de magistraturas en funciones, al ser éste un procedimiento de suplencia previsto en la normativa. (SG-JRC-338/2021)
INTERÉS JURÍDICO Y LEGÍTIMO

PARTIDOS POLÍTICOS CUENTAN CON INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR REASIGNACIÓN DE ESPACIOS DE REGIDURÍAS POR REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL DE SUS PROPIAS LISTAS DE CANDIDATOS. 

Criterio: Los partidos políticos cuentan con interés jurídico para impugnar la reasignación de espacios de regidurías por el principio de representación proporcional, que de sus candidatos realiza la autoridad administrativa electoral con motivo de una acción afirmativa; pues al tratarse de sus propios candidatos, los cuales conforman la lista de integrantes de una planilla, la afectación no solo repercute a los candidatos en lo individual, sino también al partido postulante, pues se trata de una afectación a su derechos de autodeterminación y orden de prelación de su lista de candidatos, lo que les da la legitimación para combatir tal reasignación. (SG-JRC-275/2021)
INTERÉS LEGÍTIMO EN TEMAS DE VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO.
El Tribunal de Jalisco desechó la demanda de un grupo de mujeres que denunciaban VPRG
 al considerar que no les afectaba de forma directa; en la sentencia dictada por la Sala se revocó esta decisión para reconocer el interés legítimo de las que suscribieron y en plenitud de jurisdicción se revisaron sus agravios, sin que estos prosperaran. 

Criterio. La autoridad administrativa electoral registral no había ponderado que el candidato tachado —a su parecer— había sido sancionado por VPRG y con ello se mermaba el modo honesto de vivir y no podía ser registrado para contender. Se consideró que las denunciantes —no accionantes— de la conducta que estiman preserva la VPRG cuentan al menos con un interés legítimo para poder hacer saber a cualquier autoridad de un suceso que por ley está proscrito y exige a todas las autoridades a sancionarlo y corregirlo. (SG-JDC-354/2021)
FISCALIZACIÓN

FISCALIZACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. LA DEFLACTACIÓN COMO MÉTODO PARA DETERMINAR UN VALOR MONETARIO DE BIENES O SERVICIOS NO REPORTADOS EN LOS GASTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS ES UN PÁRÁMETO QUE PUEDE APLICAR EL CONSEJO GENERAL DEL INE AL SER UNA MEDIDA RAZONABLE, NECESARIA Y PROPORCIONAL EN CASOS ATÍPICOS. 

Criterio: El Consejo General del INE tiene la facultad de tomar en cuenta registros contables presentados en diversos ejercicios fiscales de campaña para fijar una base que sirva para calcular el valor de los gastos no reportados y sancionar conductas de otros procesos electorales, lo anterior en atención al principio de economía procesal. 

En el caso concreto, el INE aplicó la deflactación que consiste en eliminar el efecto que los cambios en los precios que tienen sobre una serie de valores monetarios, esto es, elimina los efectos de la inflación de una variable expresa en términos monetarios, con lo anterior, se ajustó al artículo 25 del Reglamento de Fiscalización que resalta lo relativo a la Norma de Información Financiera A-6
 “Reconocimiento y Valuación”, en la cual define a la valuación como la cuantificación monetaria de los efectos de las operaciones contables; las técnicas de valuación varían según su complejidad, pero siempre deben atender a los atributos de los bienes objeto de valuación. 
Así el método utilizado por el Consejo General del INE utilizó un parámetro razonable para cuantificar un gasto que no fue reportado, pues debe tomarse en cuenta que cuando los partidos políticos no reportan o no comprueban de manera fehaciente sus gastos, vulneran de forma directa los principios de certeza, transparencia y rendición de cuentas, al imposibilitar la primordial tarea de la autoridad fiscalizadora, la revisión del origen y destino de los recursos públicos y privados a los que tienen derecho, lo cual es una medida razonable, necesaria y proporcional:

· Razonable, dado que con ella se pretende inhibir la evasión del régimen de fiscalización de la autoridad.

· Necesaria, ya que persigue la transparencia y la rendición de cuentas de los gastos que realizan los partidos políticos con el financiamiento público; y

· Proporcional, en la medida en que sólo se aplica cuando el sujeto obligado no reporta gastos que han sido erogados, específicamente en demarcaciones territoriales en las cuales no existen proveedores que puedan dar información específica y que se ajustó a las condiciones geográficas y económicas.

Por ello, resultaría un contrasentido estimar que se obtiene un beneficio de una conducta omisiva (consistente en no reportar el gasto en cuestión) y que ello impida la fiscalización de esa conducta, lo cual contraviene la finalidad perseguida con la obligación de rendición de cuentas y fiscalización establecida constitucionalmente. (SG-RAP-30/2022)
LICENCIAS POR TIEMPO INDEFINIDO

EL EJERCICIO DEL DERECHO DE LOS SENADORES DE LA REPÚBLICA DE SEPARARSE TEMPORALMENTE DE SU CARGO NO ACTUALIZA LA VACANCIA DEL MISMO.

Criterio: La Sala Regional revocó el Acuerdo de la Mesa Directiva del Senado, la Declaratoria de vacancia de su presidente, así como el Decreto de la Cámara de Senadores, por el que se convocó a la elección extraordinaria de la segunda fórmula electa por el principio de mayoría relativa en el estado de Nayarit, y en vía de consecuencia, los acuerdos que en cumplimiento emitió el Consejo General del Instituto Nacional Electoral.

Lo anterior, toda vez que la licencia por tiempo indefinido otorgada al Senador propietario de la segunda fórmula de Nayarit no actualizaba la hipótesis de vacante prevista en el artículo 63 de la Constitución, en virtud de que no se trataba de una ausencia definitiva de los integrantes de la fórmula, sino temporal.

Asimismo, se consideró que la licencia no era un acto suficiente para que la Mesa Directiva ordenara la declaratoria de vacante —aun cuando no contara con un suplente que ocupara temporalmente su cargo— ya que para ello era necesario que ambos integrantes de la fórmula se encontraran en alguno de los supuestos del artículo 17 del Reglamento del Senado que prevé las causas para decretar una vacante. (SG-JE-30/2021 y acumulados)
MECASNISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA

ES IMPROCEDENTE UN REFERENDUM LEGISLATIVO RESPECTO A DISPOSICIONES QUE INVOLUCREN DERECHOS HUMANOS.
Criterio En el análisis de la procedencia de mecanismos de participación ciudadana, en el ámbito local, debe realizarse una interpretación armónica de lo dispuesto en la legislación de la entidad federativa y en la Constitución Federal, toda vez que no resultan viables dichos procedimientos respecto de modificaciones legislativas de preceptos que inciden en el ámbito de los derechos humanos.

En el caso concreto, toda vez que la solicitud de referéndum derivó de un proceso de reforma a disposiciones del marco jurídico estatal relacionadas con la interrupción legal del embarazo, la Sala Regional concluyó que se contemplan diversas acciones y medidas del Estado en materia de derechos humanos, entre ellos los relativos a la salud, la dignidad, la igualdad y no discriminación, así como a la integridad personal, de ahí que fuera correcta la improcedencia motivo de controversia. (SG-JRC-26/2022 y acumulado)
REVOCACIÓN DE MANDATO.
En el análisis de la resolución del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua que modificó el Acuerdo del OPLE en esa entidad federativa, relacionado con procedencia de la solicitud de inicio de la revocación de mandato del Presidente Municipal de Juárez, Chihuahua; la Sala Regional privilegió el derecho constitucional de la ciudadanía para decidir si debe proceder o no, la terminación anticipada de su gestión.

El actor (a quien se le reconoció legitimación de forma excepcional, a pesar de comparecer en su calidad de autoridad), señaló que la modificación del Tribunal local a la pregunta con la cual se recabaron apoyos ciudadanos invalidó las voluntades que emitieron su respaldo con base en una pregunta que no era idónea. Indicó también, que la jornada de revocación de mandato no debía coincidir con la de una jornada electoral y que el instrumento resultaba inviable. 

Criterio. La Sala Regional determinó no acoger la pretensión del actor de reponer el procedimiento, porque era suficiente invalidar los apoyos que se recabaron con la pregunta no idónea y ampliar la etapa de recabar apoyos por el lapso equivalente a aquél en el que se utilizó el formato que contenía tal pregunta, dejando intocados los conseguidos con base en la pregunta aprobada por el Tribunal local.

Asimismo, al interpretar de manera funcional la normativa de esa entidad federativa, determinó que la jornada de revocación de mandato no debe coincidir con la de una jornada electoral; sin embargo, ello no obedecía a que, como lo afirmaba el actor, en caso de celebrarse de manera conjunta, se vulnerara el mandato constitucional, sino el diseño que el legislador local estableció al prever que ese instrumento sólo puede solicitarse y ejecutarse a la mitad del encargo.

Finalmente, se consideró que el instrumento no era inviable, pues si bien, esta inusual situación originada por la contingencia sanitaria podría provocar la imposibilidad de que se ejecutara en el año en el cual se cumple la mitad del periodo del encargo, ello no era una razón de entidad suficiente para lograr que el ejercicio no se lleve a cabo, al privilegiarse el derecho de la ciudadanía de participar en estos instrumentos que empoderan sus voces.

Lo anterior, porque el Instituto puede ajustar plazos al procedimiento de revocación de mandato, a efecto de que la consulta a la ciudadanía sea en la fecha más próxima posible, e incluso, en caso de que no puedan ajustarse, puede verificar de forma extraordinaria, simultáneamente ambas jornadas, sin que ello conlleve a la inviabilidad del instrumento. Motivos por los cuales, se concluyó que se debía continuar con el procedimiento de revocación de mandato. (SG-JDC-120/2020)
NULIDAD DE ELECCIÓN Y DE VOTACIÓN EN CASILLA

NO ES VÁLIDA UNA ELECCIÓN CUANDO LA INSEGURIDAD GENERADA POR LA DELINCUENCIA ORGANIZADA IMPIDE QUE SEA LIBRE Y AUTÉNTICA.
Cuando de los elementos de prueba se logre demostrar que la intromisión de la delincuencia organizada provoque que no exista un libre desarrollo del proceso electoral, de manera que se generen elecciones no competitivas y se limite el voto ciudadano, es válido declarar la nulidad de la elección, especialmente en casos en que se acredite que los actos de la delincuencia organizada provocaron: a) la cancelación de planillas, dejando a un solo partido como único participante y opción a elegir para integrar el ayuntamiento de ese municipio; b) la baja de un porcentaje importante de casillas que se instalarían el día de la jornada electoral, dado que las personas seleccionadas como funcionarias de mesa directiva declinaron su participación por razones de seguridad en la zona, y; c) la notable baja participación de la ciudadanía en la jornada electoral. (SG-JRC-251/2021)
PROTECCIÓN DE DERECHOS INHERENTES AL CARGO 

PAGO DE DIETAS A CONSEJERO DE OPLE CON INCAPACIDAD MÉDICA.

Criterio: Si bien un ciudadano designado como Consejero no se encuentra en funciones debido a una causa justificada como lo es incapacidad médica, sigue ostentando dicho cargo, por lo que, ante la ausencia de leyes que previeran la forma, montos y condiciones en que resultara procedente hacer descuentos por motivos de salud, no es válido suspender el pago de sus dietas, pues ello atenta en contra de sus derechos.

Lo anterior, máxime que, con tal criterio, no existe menoscabo al patrimonio estatal, ya que la dieta del Consejero se encuentra contemplada en el presupuesto anual de egresos de la Entidad y no se ha designado a un nuevo consejero, de modo que no existe alguna carga adicional financiera para el Estado. (SG-JDC-52/2020)
REELECCIÓN

NO SE ACTUALIZA LA HIPÓTESIS DE REELECCIÓN CUANDO EL ALCALDE EN UN MUNICIPIO ES ELECTO PARA EL MISMO CARGO, PERO EN UN MUNICIPIO DISTINTO DE LA MISMA ZONA METROPOLITANA. 

Criterio: Se cuestionó el registro como candidato a la presidencia municipal de un Ayuntamiento, de un alcalde que terminaba de ejercer su segundo periodo en un municipio que forma parte de la zona metropolitana; en este sentido, a juicio del impugnante, se pretendía ejercer un tercer periodo consecutivo como alcalde, situación que se encuentra prohibida por la Constitución.

La Sala Guadalajara desestimó los reproches de los accionantes, señalando que de acuerdo con diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no existe dispositivo constitucional o legal, que prohíba o limite la participación de un candidato que cumplió dos periodos en un municipio y que en un proceso electoral posterior contienda en otro municipio de una zona conurbada. En consecuencia, determinó que la interpretación de los derechos político-electorales de los ciudadanos debe maximizarse y no restringirse, por lo que no es dable introducir limitantes o restricciones que no están contempladas ni en la Constitución Federal ni en la local; pues de lo contrario, se impondrían limitantes al derecho de ser votado para el caso de candidatos que terminan su encargo de dos periodos en un municipio diverso en esa misma zona metropolitana, en tanto que su postulación es para un órgano diferente por el que fue reelecto con anterioridad. (SG-JDC-427/2021 y acumulados)
HAY REELECCIÓN EN UNA DIPUTACIÓN CUANDO LA ÚLTIMA GUARDA RELACIÓN CON EL MISMO DISTRITO POR EL QUE SE OBTUVO EL TRIUNFO CON ANTERIORIDAD.
Criterio: La exigencia de que la elección consecutiva se realice por el mismo distrito, prevista en los Lineamientos en materia de elección consecutiva para el Proceso Electoral Local Ordinario 2021 en el Estado de Nayarit, no es un requisito novedoso a lo contemplado en las Constituciones Federal y Local de dicha Entidad, sino que deriva de la propia naturaleza y finalidad que persigue la inclusión de dicha figura en el sistema político-electoral mexicano, consistentes en esencia en estrechar el vínculo de las y los representantes con los electores, mediante la evaluación de los primeros por éstos últimos, y abonar a la rendición de cuentas, aunado a la profesionalización de la carrera legislativa, de ahí que, el hecho de que los citados lineamientos locales se hubieran emitido con posterioridad a los avisos partidistas correspondientes de precandidaturas, no resultaba suficiente para desconocer la naturaleza y objeto de la relección, máxime que tales avisos no tienen por efecto, constituir derecho alguno en materia de reelección, aunado a que la elección consecutiva, no se trata de un derecho político electoral en sí mismo, sino de una posibilidad sujeta al cumplimiento de otras condiciones y requisitos previstos y que deriven de la normativa constitucional y legal. (SG-JRC-111/2021 y acumulados)
REGISTRO DE CANDIDATURAS 

PROCEDE EL REGISTRO DE UNA CANDIDATURA CUANDO EXISTE SUSPENSIÓN DE LA ORDEN DE APREHENSIÓN GIRADA CONTRA EL TITULAR DE LA CANDIDATURA.
Criterio: El Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja California aprobó el Punto de Acuerdo, por el que resolvió, en lo que interesa, no otorgar el registro de la candidatura a munícipe en favor de un ciudadano, al estimar que resultaba inelegible por ubicarse en la causal de suspensión de derechos de la ciudadanía, prevista en la fracción V del artículo 38 de la Constitución General, y consistente en estar prófugo de la justicia, desde que se dicte la orden de aprehensión hasta que prescriba la acción penal.

La Sala Regional Guadalajara resolvió en salto de instancia, revocar la determinación controvertida, al concluir que la responsable, dejó de analizar los alcances y efectos de la suspensión provisional de la que gozaba el ciudadano, con lo que inobservó tanto el principio de presunción de inocencia, como la interpretación que le resultaba más favorable al ciudadano, pues la suspensión en cuestión, interrumpió al menos provisionalmente, las acciones encaminadas para privarle de su libertad, de ahí que no resultara factible en ese momento, considerarle como prófugo de la justicia, por no estar sustraído de ésta, sino a su amparo y protección al menos de forma temporal. (SG-JDC-358/2021 y acumulado)
REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL

ASIGNACIÓN DE REGIDURÍAS POR EL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL.

Criterio: La Sala determinó que el derecho de los partidos políticos a obtener una regiduría de representación proporcional pudiera ya estar adquirido por la votación obtenida, pero si no contaban con fórmulas registradas de extracción indígena por la vía de representación proporcional, era necesario considerar la lista de candidaturas de otro partido que sí las hubiera registrado.

La Sala Regional consideró que se debía de privilegiar la debida aplicación de las acciones afirmativas hacia las personas indígenas, por lo que, si el espacio que le correspondía a un instituto político está legalmente establecido para personas de extracción indígena, es un derecho que deben de concederles a las personas indígenas, por lo que aun y cuando el partido contara con la votación suficiente para que se le asignara una regiduría de representación proporcional, al no contar con una fórmula indígena, la regiduría se le asignaría al partido que contara con la votación suficiente para esta asignación y que además tuviera registrada una fórmula indígena. (SG-JDC-861/2021 y acumulados)
LOS PRINCIPIOS DE AUTODETERMINACIÓN Y REPRESENTACIÓN SON COMPATIBLES CON EL DE PARIDAD DE GÉNERO EN LA ASIGNACIÓN DE DIPUTACIONES POR EL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL.

Criterio: Tratándose de los lineamientos de paridad emitidos por el Instituto Electoral del Estado, la obligación de comprobar la integración paritaria del Congreso local, debe entenderse en el sentido de que la composición paritaria es un parámetro que debe ser tomado en cuenta durante el desarrollo de la fórmula de asignación; aun cuando en el inicio del procedimiento exista una subrepresentación de mujeres (en virtud de que la asimetría generada por los triunfos de la elección de mayoría relativa), si ésta se atempera de manera natural con el desarrollo propio del procedimiento de asignación, no es necesario hacer ajustes en cada ronda de asignación, sino verificar el resultado final y a partir de ese momento realizar los ajustes correspondientes. (SG-JDC-897/2021 y acumulados)
SANCIONES

ALCANCE DE LA SANCIÓN POR OMITIR ENTREGAR EL INFORME DE PRECAMPAÑA A UNA CANDIDATURA CUYA NATURALEZA ES DIVERSA A LA INICIALMENTE REGISTRADA.
Criterio. No es dable imponer una sanción a una precandidatura postulada por un partido político por haber omitido la entrega del informe de gastos relativo a las actividades que realizó con la calidad de aspirante a una candidatura independiente en razón de que su registro a la precandidatura de partido fue posterior a la de la candidatura independiente, ello porque excede los alcances previstos en la ley al resultar incorrecto trasladar o dar efectos amplios a una sanción que corresponde a una candidatura cuya naturaleza y circunstancias fueron diversas.

La Sala Regional determinó que, en todo caso, la autoridad debía otorgar el debido derecho de audiencia, así como fundar y motivar la razón de su determinación. (SG-JDC-179/2021)
VIOLECIA POLÍTICA EN RAZÓN DE GÉNERO

MACHO-EXPLICACIONES.

Criterio. La Sala Regional, por mayoría, confirmó la sentencia impugnada, pues se juzgó con perspectiva de género para resolver este tipo de casos, de ahí que no existió la aludida desigualdad, ni se le otorgó la razón a la Regidora por el sólo hecho de ser mujer.

Se analizaron correctamente los hechos denunciados, pues en la sesión del ayuntamiento se advirtió que el Presidente Municipal sobrepasó los límites de un debate respetuoso y se basó en estereotipos y relaciones de poder para descalificar la propuesta de la denunciante (principalmente a través de lo que se denomina como mansplaining -el hombre que explica y manterrupting - el hombre que interrumpe-), para desviar la atención del tema expuesto por la Regidora (seguridad en el municipio) y encaminarlo a aspectos particulares de ella, o bien, interrumpir algún cuestionamiento sobre las medidas implementadas. Esto mermó la dignidad de la Regidora (incluso hace referencia a la hija de ella para culminar el debate) en el ejercicio de su derechos político-electorales.

También se demostró que el Presidente Municipal no observó el reglamento de sesiones, ya que en lugar de proponer orden en la misma o encauzar el debate ante las instancias correspondientes, en forma arbitraria, utilizó descalificaciones y su poder de decisión en contra de la regidora. (SG-JE-43/2020)
DENUNCIA. UN GRUPO DE MUJERES CANDIDATAS PUEDEN DENUNCIAR LA VIOLENCIA POLÍTICA EN RAZON DE GÉNERO SIN SER DIRECTAMENTE LAS AFECTADAS.

Criterio. Las candidatas que participan de un proceso pueden denunciar la VPRG sin que estas la hayan resentido directamente, lo anterior, ya que se consideró que las candidatas tienen interés legítimo para reclamar a la autoridad administrativa electoral y jurisdiccional sobre el registro de una persona que fue denunciada por VPRG, y con ello la autoridad debe analizar esta cuestión, sin exigir una afectación a un derecho personal como lo asumió. (SG-JDC-354/2021)
EN LOS CASOS DE VIOLENCIA POLÍTICA EN CONTRA DE LA MUJER POR RAZÓN DE GÉNERO (VPMRG) OPERA LA TIPICIDAD DE FORMACIÓN ALTERNATIVA Y POR LO TANTO NO SE REQUIERE LA COMPROBACIÓN SIMULTÁNEA DE TODOS LOS ELEMENTOS DE LA JURISPRUDENCIA 12/2018. 

Criterio: En la normativa actual en materia de VPMRG, la tipicidad es de formación alternativa
, esto es, que existen diversas modalidades de la comisión infractora que no requieren la comprobación simultanea de todos los elementos de la jurisprudencia 21/2018
.

Es decir, una sola disposición legal puede contener diversas hipótesis descriptivas de ilicitud, como sucede, por ejemplo, cuando se distingue entre violencia física, sexual o violencia simbólica, que son autónomas y por sí solas ilícitas, aunque estén en el mismo precepto (20 ter de la Ley General de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia). Incluso el propio legislador estableció que ese tipo de violencia puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la legislación, es decir, cuando refirió cualquiera quiso enfatizar que el ilícito se puede configurar en forma alternada y no acumulada.

En el asunto SG-JDC-25/2022 (VPMRG simbólica), la autoridad debió revisar si en términos del artículo 20 bis de la Ley General de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia, se acreditaba cualquiera de los siguientes elementos y no todos: 1. Si hay acción, omisión o tolerancia. 2. Si estas tienen elementos de género. 3. Se realiza en la esfera pública o privada. 4. Si se demostró cualquiera de estas opciones: si la conducta tiene por objeto limitar, o en su caso anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de la actora (sin importar cuál de esas opciones se actualice), el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad o el libre desarrollo de la función pública o la toma de decisiones, entre otras opciones que en el caso no son relevantes. 5. O si se demostró que la conducta tuvo por resultado cualquiera de las consecuencias antes descritas. 6. Si demostró que la conducta se dirigió hacia una mujer, o que ese tipo de conductas afecta desproporcionadamente a las mujeres o que tiene un impacto diferenciado en ellas. 7. Para el caso, bastaba con la publicación del periodista es decir es suficiente la intención de generar el menoscabo sin importar si logró o no su cometido, ello en términos del numeral 20 bis. que incluye a los miembros de los medios de comunicación. 8. Que se exprese a través de cualquiera de las hipótesis del numeral 20 ter. —en el caso concreto la violencia simbólica— a que alude la fracción XVI del citado.

En los expedientes SG-JDC-27/2022 y SG-JDC-29/2022, se analiza el artículo 20 ter, fracción XII de la Ley General de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia para analizar si se acredita la VPMRG en la especifica modalidad denunciada. Los elementos constitutivos y concretos de la infracción son los siguientes: i. Si se impide o suprime el derecho a voz y voto por cualquier medio, a las mujeres electas. ii. Si estas tienen elementos de género, entendiendo por ello que está probada cualquiera de estas opciones: por la condición de mujer de la denunciante; porque se le afecta desproporcionada o tiene un impacto diferenciado en ella. iii. Se realiza en la esfera pública. 

En el expediente SG-JDC-55/2022, se analizaron elementos específicos previstos en el artículo 20 ter, fracción X de la Ley General de Acceso a la Mujeres a una Vida Libre de Violencia y que consistieron en: i) si se realiza cualquier expresión que descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones públicas, ii) con base en estereotipos de género; y iii) con el objetivo de menoscabar su imagen pública. 

En resumen, cada vez que se denuncie, se deben extraer las descripciones típicas previstas por el legislador y que guarden relación directa con las conductas denunciadas, pues la cita genérica de las disposiciones provoca confusión y podría generar estado de indefensión y cargas probatorias excesivas e innecesarias. (SG-JDC-25/2022, SG-JDC-27/2022, SG-JDC-29/2022 y SG-JDC-55/2022)
RESPECTO AL PRINCIPIO DE CONTRADICTORIO Y A LAS FORMALIDADES DEL DESAHOGO DE LAS PRUEBAS EN CASOS DE VPCMRG.

Criterio: La Sala Regional Guadalajara revocó la sentencia impugnada, porque el Tribunal local tuvo por acreditada la existencia de VPCMRG por vulnerarse el derecho de expresión de una de las denunciantes, a pesar de que la denunciante solo ofreció como pruebas la instrumental de actuaciones y presuncional legal y humana. Para ello, la autoridad responsable tomó en cuenta las testimoniales que ordenó desahogar; no obstante, a juicio de esta Sala, asistía razón al actor, porque su desahogo y, en consecuencia, su valoración, fue realizada de manera indebida, toda vez que, por un lado no se respetó el principio de contradictorio, a fin de que el denunciado pudiera estar presente y hacer valer sus derechos de defensa y, por otro, las testimoniales de no fueron conforme a Derecho, al no ser levantadas en acta por fedatario público, ni observar el principio de inmediación.

Por otro lado, se declaró fundado el agravio sobre la falta de exhaustividad del Tribunal local, ya que tuvo por actualizada la infracción de violencia económica o patrimonial, con base en un hecho notorio que desahogó y valoró en la misma resolución, sin oportunidad de que el denunciado pudiera contradecir o refutar la forma en que se desahogó y ofrecer contrapruebas durante la instrucción; por lo que estimó que las pruebas que aportó en la segunda instancia, debían ser valoradas, cuando se emitiera un nuevo fallo. Además, se estimó que la autoridad debió verificar si correspondía al imputado disponer de los recursos conforme a la normativa partidista, lo que no había sucedido. 

Por último, sobre las pruebas que se obtuvieron de grupos de WhatsApp, la Sala Regional estimó que se obtuvieron de forma ilícita, porque la intercepción o conocimiento los datos por parte de la responsable, no fue consentida por parte de alguno de los interlocutores, en el caso, por la administradora del grupo. Asimismo, se estimó que dicha situación no acontecía con las conversaciones aportadas con por las denunciantes, ya que las mismas fueron parte de los grupos y se advertía que fue su consentimiento aportarlas con el fin de esclarecer los hechos; no obstante, se estimó que su desahogo incumplió con la cadena de custodia, en la que se acreditara la fidedignidad. (SG-JDC-41/2022).
EL DERECHO A LA DEBIDA DEFENSA ES PRIMORDIAL EN LOS PROCEDIMIENTOS ESPECIALES SANCIONADORES DE VPG, MÁXIME CUANDO SE INICIAN POR INSTRUCCIÓN DE UN TRIBUNAL, QUIEN TIENE EL DEBER DE INFORMAR, JUNTO CON EL INSTITUTO, LAS FRACCIONES ESPECÍFICAS DE LOS ARTÍCULOS Y LA MODALIDAD DE VIOLENCIA ACUSADA. 

Criterio: El Tribunal local al momento de acreditar la infracción de VPMRG en un procedimiento sancionador oficioso refirió que se actualizaba la violencia simbólica y precisó la normativa atinente. Sin embargo, fue omiso en referir tanto al momento de ordenar la instauración del procedimiento como en los acuerdos de emplazamiento dicha modalidad de violencia y fundamentos, pese a los alegatos del actor.

En ese sentido, es necesario establecer con claridad la fuente normativa del concepto de VPMRG que se utiliza, de otro modo, se corre el riesgo de una concepción demasiado amplia y ambigua, que imposibilite el adecuado ejercicio de la garantía de audiencia, al no saberse cuál es exactamente la descripción típica por la que se emplaza a un procedimiento especial sancionador en materia de VPMRG.

Lo anterior es así porque en la normativa actual en materia de VPMRG, la tipicidad es de formación alternativa, bajo ese contexto, al existir diversas modalidades de VPMRG y cada una con una formación legal específica, se hace necesario que, en la instauración de procedimientos especiales sancionadores, más aún cuando se inicien de oficio, se precisen las conductas específicas que fueron objeto de denuncia, para que la persona denunciada pueda formular una defensa adecuada.

Sobre todo, porque la sanción de este tipo de conductas infractoras amerita un cuidadoso abordaje de la tipicidad, sus elementos y las pruebas necesarias para demostrarlas, pues una sanción es una restricción intensa del goce pleno de los derechos fundamentales que requiere plena justificación. Además, que en este tipo de casos se instauran medidas de reparación integral del daño que implican publicitar a los sujetos infractores. (SG-JDC-118/2022)

� Violencia política en razón de género.


� NIF A-6. 


� Criterio que adoptó la Sala Superior al resolver el expediente SUP-RAP-277/2015.


� Consiste en que “la figura delictiva se integra con varios tipos de conducta, y sólo al concretarse cualquier conducta de las tipificadas, el delito queda configurado; por tanto, cada figura constituye el mismo delito, pero su tipicidad siempre se encuadra en alguna modalidad o conducta definidas por la ley. Véase: Registro Digital: 800875. SALUD, DELITOS CONTRA LA.”


� De rubro: VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL DEBATE POLÍTICO. Publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 11, Número 22, 2018, páginas 21 y 22.
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